
PRESENTA MEMORIAL 

EXCMA. CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA NACIÓN: 

IRMA ADRIANA GARCÍA NETTO, Procuradora Fiscal subrogante ante la Corte 

Suprema de Justicia de la Nación, en los autos caratulados "P M, Flor Mercedes si 

extradición", Expte. N° CFP 8413/2012/CS1, me presento y digo: 

1.- Objeto. 

En atención a la intervención conferida y de conformidad con lo previsto en los 

artículos 25 y 33 de la ley 24.767 de Cooperación Internacional en Materia Penal y del 

artículo 280 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, vengo en legal tiempo y 

forma a presentar memorial. 

TI. Antecedentes. 

El Juzgado en lo Criminal y Correccional Federal nO 10 de la Ciudad de Buenos 

Aires denegó la extradición de Flor Mercedes P M solicitada por la República del 

Perú (fs. 373/383). 

Contra esa decisión el representante de este Ministerio Público Fiscal interpuso 

recurso ordinario de apelación (fs. 385), que fue concedido a fojas 386. 

La nombrada es requerida por el Segundo Juzgado Penal Liquidador Permanente de 

la República del Perú para continuar un proceso en su contra en el que se la acusa por el 

delito contra la fe pública de falsedad ideológica en la modalidad de hacer insertar 

declaración falsa en instrumento público y uso de este en concurso real, en perjuicio del 

Estado peruano y de Mariano Atenor P M (fs. 132/136, 179/195 Y 200). La 

conducta se encuentra tipificada en el artículo 428 del Código Penal del país requirente 

(Decreto Legislativo 635). 
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Conforme surge de la solicitud de extradición, se requiere a P M _ porque 

habría solicitado ante el notarío Eduardo Pastor La Rosa la apertura de la sucesión 

intestada de su madre, Herlinda M V . Luego de la inscripción de esta solicitud 

en los Registros Públicos de Chimbote y, al no haber oposición ni presentarse otros 

herederos a pesar de haber sido citados, el escribano la habría declarado heredera universal 

mediante el Acta de Protocolización nO 11032381 de sucesión intestada (fs. 150). 

Basándose en ese documento, habría vendido el 50% de un imnueble que, en vida, era 

propiedad de Herlinda M V: _ Mariano Atenor M L, hermano de la requerida, 

sostiene que esta habría ocultado su existencia con la [malidad de que se la declare única 

heredera y de poder disponer exclusivamente del bien imnueble enajenado (fs. 187/195). 

El a qua entendió que no se encuentra cumplido el requisito de doble incriminación 

establecido en el Tratado de Extradición entre la República Argentina y la República del 

Perú y en la Ley de Cooperación Internacional en Materia Penal (art. Il, apartado 1, ley 

26.082 y arto 6, ley 24.767), por lo que rechazó el pedido de extradición. 

Sostuvo que, conforme la descrípción fáctica realizada en el exhorto, el hecho 

imputado no resulta apto para generar el peJjuicio exigido por el tipo del artículo 293 del 

Código Penal argentino. Entendió que esto era así debido a que, según la legislación 

argentina, ningún instrumento confeccionado por un escribano público posee aptitud para 

que a una persona se la declare heredera de otra ni puede ser oponible a terceros. 

Agregó que en la rogatoria por medio de la cual se solicitara la entrega de P 

M el req~ente omitió mencionar la normativa- y procedimiento vigentes en la 

República del Perú en materia sucesoria. Consideró que esto impidió analizar la aptitud de 

la conducta para generar peJjuicio --exigida en ambas legislaciones, por los artículos 293 

del Código Penal argentino y 428 del Código Penal peruano-- debido a que, de haberse 

cometido en nuestro país, esa aptitud sucesoria solo podría alcanzarse en el marco de un 

proceso judicial. 



Ante esta decisión, el titular de la Fiscalía Nacional en lo Criminal y Correccional 

Federal nO 7 interpuso recurso ordinario de apelación (arts. 244, 245 Y 254 del Código 

Procesal Civil y Comercial de la Nación; arto 33 de la ley 24.767; Y arto 24, inc. 6, apartado 

b, del decreto ley 1285/58) (fs. 385). 

lIT. Fundamentos. 

El proceso de extradición no es un juicio en sentido estricto (Fallos: 323:1755) 

puesto que su función no es expedirse sobre la culpabilidad o inculpabilidad del individuo 

requerido (Fallos: 324:1557), sino constatar si se cumplen las condiciones legales o 

convencionales para hacer lugar a la pretensión del Estado requirente de que la persona le 

sea entregada para su juzgamiento. 

Debido a que la decisión del a qua de rechazar la extradición se basó en que no se 

encuentra cumplido el requisito de doble incriminación previsto en el tratado de 

extradición aplicable al caso, analizaré si esta conclusión es correcta. 

La Corte considera cumplido el requisito de doble incriminación con la constatación 

de los elementos esenciales que constituyen lo que ese tribunal ha llamado la "sustancia de 

la infracción". Para ello, debe confrontarse la descripción del hecho efectuada por el país 

requirente con el ordenamiento penal argentino a fin de determinar si aquel es subsumible 

en algún tipo legal conminado con una pena (Fallos: 326:991). 

La conducta imputada a P M por la justicia peruana es la tipificada en el 

artículo 428 del Código penal de Perú, cuyo correlato en nuestro ordenamiento es el 

artículo 293 del Código Penal argentino que establece una pena de reclusión o prisión de 

uno a seis años a quien "hiciere insertar en un instrumento público declaraciones falsas, 

concernientes a un hecho que el documento deba probar, de modo que pueda resultar 

perjuicio". 
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El juez sostiene que no puede probarse ese extremo en tanto, con fundamento en lo 

dispuesto por la legislación civil nacional respecto de los trámites sucesorios, "el hecho no 

resulta apto para generar el peIjuicio exigido" ya que " ... ningún instrumento 

confeccionado por un escribano público posee aptitud para que a una persona se la tenga 

por declarada como heredera de otra y tal acto la coloque per se como sucesora, ni mucho 

menos para que ello pueda ser oponible a terceros", en función de que " ... la manera en que 

una o más personas suceden a otra luego de su deceso ... " es mediante " .. .la tramitación de 

un proceso sucesorio ante un juez competente" (fojas 382). 

Refiere además que en la solicitud de asistencia internacional " ... no se ha hecho 

mención de la normativa de ese país en materia sucesoria ni se ha indicado cuál es el 

procedimiento que allí debe llevarse a cabo a esos efectos, de modo tal que no puede 

determinarse de manera precisa si aquella conducta, conforme a la legislación argentina, 

encuadra en figura alguna, atento a la ausencia en estos actuados de elementos que 

permitan efectuar tal labor" (fojas 382 vta.). 

Los fundamentos brindados en la sentencia se dirigen a cuestionar la falta de pruebas 

que permitan corroborar fehacientemente la existencia de un peIjuicio concreto en un 

proceso judicial que tramita en el Estado requirente. Sin embargo, ello no es un requisito 

exigido por el tratado bilateral que rige el presente trámite, ni por la ley de extradiciones 

que suple lo no previsto en aquel, ni por el delito en el que el a qUQ subsumió el hecho. 

De esta forma, en los artículos VI del instrumento internacional (cfr. ley 26.082) y 13 

de la Ley de Cooperación Internacional en Materia Penal (ley 24.767) únicamente se 

exigen documentos que prueben la identidad de la persona requerida, una relación sumaria 

de los hechos y las etapas cumplidas, las copias de la legislación que tipifican el delito y 

las referidas a la extinción de la acción o pena, y las resoluciones que decretan la captura 

internacional o la sentencia por la cual se condena al requerido. 



Ello obedece a que, conforme lo establecido por la Corte, no incumbe al 

procedimiento de extradición el examen de la validez de la prueba incorporada al proceso 

extranjero y/o de los actos procesales allí celebrados (Fallos: 331 :2249), ni determinar que 

la prueba para vincular al requerido con el hecho atribuido resulta notoriamente 

insuficiente (S.C. V. 414, 1. XLIV, in re "Valenzuela, César sldetención para extradición 

internacional", del 3 de agosto de 2010). 

La conducta de Flor Mercedes P M en esos hechos constituye aún una 

hipótesis a confIrmar, propia del estadio procesal en el que se encuentra la investigación, 

por cuanto se solicita su entrega para que sea sometida a un juicio. En ese proceso los 

jueces competentes, en ejercicio del ius puniendi del Estado soberano reclamante, 

determinarán el grado de su intervención y la eventual responsabilidad que le quepa. 

En ese sentido, la Corte ha sostenido en numerosas ocasiones que se encuentra 

vedado para las autoridades argentinas introducirse en la valoración de cuestiones como la 

virtual efIcacia de un instrumento público para generar efectos peIjudiciales, en tanto 

hacen al fondo del asunto y le son, por defInición, ajenas (Fallos: 329:1245). Ello es así 

debido a que la especial naturaleza del trámite de extradición no autoriza una revisión 

exhaustiva de los elementos que integran el proceso que se le sigue a la persona en el país 

requirente (Fallos: 324:1694). Así, imponerle a jueces ajenos al proceso (como lo son los 

de la extradición) resolver cuestiones tales como la efIcacia probatoria de la 

documentación cuestionada, sobre la base de un conocimiento imperfecto de los hechos de 

la causa -pues el juez argentino solo cuenta con los elementos indispensables para 

verifIcar si se cumplen los requisitos para conceder la extradición y no todos los dispuestos 

como para expedirse sobre la responsabilidad de los extraditables-, trae como peligrosa 

consecuencia que puedan dictarse decisiones infundadas que podrían pesar en contra de los 

propios intereses de los imputados (Fallos: 329: 1245). 

En tales condiciones, vedado el ingreso a la valoración de si los hechos imputados 

integran el tipo penal en cuanto a su aptitud para causar peIjuicio y dado el rol que me 
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asigna el artículo 25 de la ley 24.767 como representante del Estado requirente, entiendo 

que el análisis que realizó el juez a qua ocasiona el agravio que amerita el presente recurso 

de apelación. 

IV. Petitorio. 

En consecuencia, entiendo que se cumplen los requisitos exigidos para la concesión 

de la extradición peticionada, por lo cual solicito se revoque la sentencia apelada. 

Buenos Aíres, q de junio de 2016. 

ES COPIA IRMA ADRlANA GARCÍA NETTO 




